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MONICA PATRICIA CASTAÑEDA GOMEZ 
Abogado Titulado 

Calle 15 N° 45-139-casa C-8 Villavicencio- Meta 
Teléfono Celular:   311 2195967 

Correo electrónico: mnkcastaeda@yahoo.es 
 
 

Señora: 

JUEZ TERCERA CIVIL DEL CIRCUITO DE VILLAVICENCIO 

ccto03vcio@cendoj.ramajudicial.gov.co 

E.                S.                            D.  

 

Referencia          :     EJECUTIVO HIPOTECARIO. 

Demandante      :    BANCO DAVIVIENDA S.A. 

Demandado       :    JUAN CARLOS TRIANA PEREZ Y OTROS 

Radicación Nº    :     50001-31-03-003-2013-00370-00 

 

 

MONICA PATRICIA CASTAÑEDA GOMEZ, abogada en ejercicio, mayor y vecina 

de la ciudad de Bogotá, identificada como aparece al pie de mi 

correspondiente firma, obrando conforme al poder conferido por el señor JUAN 

CARLOS TRIANA PEREZ, por medio del presente escrito presento RECURSO DE 

REPOSICIÓN ante el auto del 19 de diciembre del 2022, en aras de que el 

despacho realice control de legalidad a la actuación surtida por el despacho, 

con base en los siguientes: 

 

FUNDAMENTOS FACTICOS. 

 

1. Con ocasión al trámite de negociación de deudas que se adelanta frente al 

deudor JUAN CARLOS TRIANA PEREZ, por el CENTRO DE CONCILIACIÓN, 

ARBITRAJE Y AMIGABLE COMPOSICIÓN DE LA ORINOQUIA DE VILLAVICENCIO- 

META “CORCECAP”, el despacho conoció la comunicación remitida mediante 

oficio registrado para el 17 de agosto del 2021. De conformidad a los efectos 

de la aceptación, indicados en el Artículo 545 del C.G.P. 

2. Con auto del 19 de agosto del 2021, se dispuso la suspensión del proceso de la 

referencia que se tramitaba ante este estrado judicial, en atención a que se 

encuentra en trámite el proceso de Insolvencia de persona Natural no 

comerciante del señor JUAN CARLOS TRIANA PEREZ.   

3. De tal modo que comunicada oportunamente la aceptación del trámite de 

negociación de deudas, como efectivamente ocurrió, en el proceso ejecutivo 

mixto fustigado, no se podía adelantar ninguna actuación procesal a partir de 

la notificación realizada y habría que mantenerse suspendido el proceso hasta 

tanto la autoridad a cargo de aquel decurso especial, esto es, el CENTRO DE 

CONCILIACIÓN, ARBITRAJE Y AMIGABLE COMPOSICIÓN DE LA ORINOQUIA DE 

VILLAVICENCIO- META “CORCECAP”, comunicara situación distinta. 

4. Así las cosas, es inviable disponer la reanudación del proceso sin contar con 

certificación que diera cuenta del fracaso del trámite de negociación de 

deudas, por falta de acuerdo o incumplimiento del mismo. 

5. El proceder del despacho, de imprimir tramite y valida las acciones de la 

entidad demandante, sin que obre el levantamiento de la suspensión, 

contraria abiertamente las reglas procedimentales que gobiernan la materia, 

especialmente el numeral 1º del art 545 del C.G.P., el cual establece, la 

suspensión desde la aceptación de la solicitud de negociación de deudas 

hasta tanto se determinara la forma en que serían atendidas las obligaciones 

por mi mandante, por lo que lo adecuado para reanudar el proceso, era tener 

certeza respecto al fracaso de aquélla, y de lo que no se tiene noticia cierta, 

siendo improcedente la reanudación del trámite en esta causa y subsiguientes 

actuaciones desarrolladas por el despacho.  

6. Con el fin de precaver nulidades, en cada etapa del proceso debe hacerse 

control de legalidad, conforme lo establece el artículo 132 del CGP. Por lo 

 



tanto, es necesario el que su señoría realice el control de legalidad para 

corregir o sanear los vicios que configuren nulidades u otras irregularidades del 

proceso. 

7. Es de conocimiento de este despacho, la acción de tutela promovida por mi 

mandante para el 30 de junio del 2022, en aras de la protección de sus 

derechos fundamentales vulnerados por el Juzgado Sexto Civil Municipal de 

esta ciudad, la que conoció este despacho en primera instancia con 

radicación N° 500013153003 2022 00160 00 y  en donde en segunda instancia 

el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE VILLAVICENCIO SALA DE 

DECISIÓN CIVIL FAMILIA LABORAL No.3, amparo los derechos fundamentales a 

mi mandante, con providencia del once (11) de octubre de dos mil veintidós 

(2022). (ANEXO) 

8. Así las cosas, la competencia se mantenía en el centro de conciliación de 

“CORCECAP” y al imprimirle tramite al proceso ejecutivo de la referencia, se 

comete un desafuero, al incurrir en claro defecto procedimental, con 

repercusiones de cara al debido proceso al adelantar actuaciones a espaldas 

de mi mandante por encontrase suspendida esta causa.   

9. Claramente el art 163 del C.G.P., dispone sobre la reanudación del proceso, 

en los siguientes términos:  

“Reanudación del proceso. La suspensión del proceso por 

prejudicialidad durará hasta que el juez decrete su reanudación, para 

lo cual deberá presentarse copia de la providencia ejecutoriada que 

puso fin al proceso que le dio origen; con todo, si dicha prueba no se 

aduce dentro de dos (2) años siguientes a la fecha en que empezó la 

suspensión, el juez de oficio o a petición de parte, decretará la 

reanudación del proceso, por auto que se notificará por aviso”. 

(Subrayado fuera de texto). 

10. Del contenido literal de la disposición citada se deduce, claramente, que 

cuando un proceso judicial es suspendido, el legislador previó que en caso de 

la “reanudación” de un litigio, que, es relevante contar con un medio de 

comunicación efectivo para enterar a todos los sujetos procesales del 

resurgimiento del curso procesal.  Para que se pueda disponer de los 

mecanismos que tienen a disposición para la defensa de los intereses en 

contienda y garantizar el “principio de confianza legítima”.  

De tal manera es un yerro procesal, el adelantar el tramite al presente asunto, 

conforme las irregularidades expresamente señaladas.   

PRUEBAS 

Las obrantes que reposan en esta causa y la que se aporta como prueba 

documental, así: 

Providencia del once (11) de octubre de dos mil veintidós (2022) (23 fls) 

 

PRETENSIONES: 

 

Se declare sin valor y efecto las providencias posteriores al auto del 19 de agosto 

del 2021, al no haberse cumplido en debida forma con la suspensión del proceso, 

conforme a lo expuesto.  

 

Agradezco la atención que se le imprima a la presente. 

 

Atentamente;  

 

MONICA PATRICIA CASTAÑEDA GOMEZ 

C.C. No 40.382.355 de Villavicencio 

T.P. 167.812 del C.S.J. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE VILLAVICENCIO  

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA LABORAL No.3 

 

 

RADICACIÓN:     500013153003 2022 00160 02 

 

ACCIONANTE: JUAN CARLOS TRIANA PÉREZ  

 

ACCIONADOS: JUZGADO SEXTO CIVIL MUNICIPAL DE 

VILLAVICENCIO  

 

VINCULADOS: -EDUARDO OMAR CAVIEDES NARANJO,  

ZULMA LUZ TURRIAGO ALFONSO y 

demás acreedores del proceso de 

insolvencia económica de persona 

natural, adelantado por el accionante 

ante CORCECAP.   

-CENTRO DE CONCILIACIÓN, 

ARBITRAJE Y AMIGABLE COMPOSICIÓN 

DE LA ORINOQUÍA-“CORCECAP” 

 

 

 

CLASE DE PROCESO: TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA  

 

Estudiada y aprobada en ACTA No. 117 DE 2022.   
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MAGISTRADA PONENTE: DELFINA FORERO MEJÍA.  

 

 

Vil lavicencio, once (11) de octubre de dos mil veint idós (2022) 

 

ASUNTO  

 

Luego de decretada la nulidad de lo actuado en este trámite de tutela, 

y de renovada la actuación de primer grado, procede la Sala a resolver, 

en segunda instancia, la acción de tutela de la referencia.  

 

ANTECEDENTES 

 

1.- PETICIÓN DE AMPARO. El señor JUAN CARLOS TRIANA PÉREZ, sol ic itó 

la protección de su derecho fundamental al debido proceso  y acceso a la 

administración de just ic ia, entre otros, presuntamente vulnerados con 

ocasión de los hechos que a continuación se resumen:  

 

-.  Dijo que presentó sol ic itud de insolvencia económica de persona natural 

no comerciante,  ante el Centro de Concil iación, Arbitraje y Amigable 

Composición de la Orinoquia de Vi l lavicencio - Meta “CORCECAP” con el f in 

de restablecer sus relaciones credit ic ias ante la cesación de pagos a sus 

acreedores.   

 

Que CORCECAP, el 11 de agosto de 2021, aceptó la petición de negociación 

de deudas presentada;  el 23 de sept iembre de dicha anual idad  inic ió de 

manera formal su trámite, y el 7 de octubre de 2021 dio inic io a la audiencia 

de trámite de negociación de deudas , dentro de la cual los acreedores 

presentes af irmaron que el señor JUAN CARLOS TRIANA PERÉZ ostentaba 

la cal idad de comerciante por el hecho de estar registrado en la Cámara de 

Comercio con matr ícula No. 59608, y no de persona natural  que tenía 

registrado el establecimiento de comercio AGROINDRUSTRIA LOS 

ALGARROBOS, con matrícula No. 146736, circunstancia desvirtuada por su  

apoderado. Que la audiencia se suspendió para continuar la el 19 de octubre 

del mismo año, donde su apoderado acreditó la  cal idad de no comerciante .  
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Aseguró que el 21 de octubre de 2021 ,  la operadora de insolvencia con el 

f in de impart ir  control  de legal idad e imparcialidad a su  decisión, dio lectura 

y corr ió traslado de los documentos presentados por la actora ; señaló que si 

bien es cierto que el señor JUAN CARLOS TRIANA aparecía inscrito en la 

Cámara de Comercio,  AGROINDUSTRIAS LOS ALGARROBOS no estaba  

funcionando, fue embargada y cerrada; que así, no se acreditó que el citado 

señor fuera comerciante y por tal razón continuaría con el trámite de 

insolvencia de persona natural no comerciante . 

 

Agregó que en audiencia del 5 de noviembre de 2021, se l levó a cabo la 

audiencia de negociación de deudas,  que expuso la relación completa de los 

bienes del deudor  y los procesos judiciales en su contra , y dio lectura a las 

obl igaciones, se sol ic itó a cada uno de los acreedores que informaran si 

estaban de acuerdo con la existencia, naturaleza y cuantía de las acreencias 

propias y de los demás. Los abogados AIK DEDERLEE, ZULMA LUZ 

TURRIAGO ALFONSO y EDUARDO OMAR CAVIEDES, objetaron la 

existencia de obl igaciones con la Cámara de Comercio de Vil lavicencio , la 

acreencia del señor EDUARDO OMAR CAVIDEDES y la naturaleza de las 

obl igaciones de MARLENE LÓPEZ RAGA, YICETH DELENIS BUITRAGO y 

DAIMER ALFONSO VARGAS LÓPEZ. 

 

Que en Acta No. 07 del 5 de noviembre de 2011, el accionante aceptó que 

se incluyera la letra de EDUARDO OMAR CAVIEDES NARANJO y ZULMA 

TURRIAGO ALFONSO por la suma de $131.000.000, quien guardó si lencio 

sobre el valor de los intereses de mora ; al continuar la audiencia el día 

siguiente, Acta No. 09, el abogado AIK DEDERLEE, presentó objeción a la 

anterior acreencia para di latar el trámite;  que no obstante lo anterior, a dicha 

pareja se le aceptó incluir los intereses por mora por la suma de  

$233.675.000 para EDUARDO OMAR CAVIEDES NARANJO, arrojando suma 

total de $619.629.250 (sic),  ante la premura de solucionar su situación,  

actuaciones contrar ias a la buena fe  pues la deuda obedecía a l capital  

respaldado en cuatro letras por la suma total de $129.705.000, pareja que 

abusando de su derecho porque no se le aceptaron los intereses cobrados 

por honorarios, en cuantía de  $60.000.000;  que el valor de tal  acreencia al 

momento de presentar su sol ic itud de insolvencia, por capital e intereses de 
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mora, ascendía a $275.462.615. Que, al no darse la conci l iación, la audiencia 

fue suspendida, concediéndole al objetante un té rmino de cinco (5) días para 

que argumentara por escrito su inconformidad y allegara las pruebas 

pert inentes; consideró que la conducta asumida por los acreedores 

CAVIEDES NARANJO Y TURRIAGO ALFONSO son di lator ias, pues han 

l legado a objetar sus propias acreencias, sin tener en cuenta q ue fueron 

aceptadas por las sumas señaladas en la audiencia del 6 de diciembre de 

2021. Que igual sucedió con la sol ic itud que presentó el abogado ALIK 

DEBERLE SÁNCHEZ, la cual constituyó una objeción temeraria y condujo a 

la imposibi l idad de inic iar el proceso , aduciéndose su condición de 

comerciante.  

 

Af irmó que frente a las diferencias presentadas, las dil igencias fueron 

enviadas al JUEZ CIVIL MUNICIPAL DE VILLAVICENCIO (REPARTO), 

correspondiendo su conocimiento  al JUZGADO SEXTO CIVIL MUNICIPAL DE 

VILLAVICENCIO, bajo el Radicado No. 500014003006 2022 00038 00 ,  

Despacho que resolvió las objeciones  por auto del 7 de marzo de 2022,  por 

la pareja antes mencionada,  declarando la falta de competencia  del ente 

conocedor del trámite de Insolvencia no por el factor funcional;  además, la 

nul idad de todo lo actuado desde el auto que admit ió la sol ic itud y dispuso la 

devolución de las di l igencias a la operadora de insolvencia adscrita al Centro 

de Conci l iación -CORCECAP.    

 

Indicó que el Juzgado debió resolver las objeciones propuestas  de acuerdo 

con los requisitos señalados por el legislador, es decir,  atendido a la 

existencia, naturaleza y cuantía de las obl igaciones , y no desprender  la 

competencia de quien inic ialmente avocó conocimiento y entrar a resolver ,  

pues no le es dable asumir competencias ajenas, haciendo uso del  control 

de legal idad, pues tal control lo ejerce sobre las actuaciones propias, por no 

ser el instructor y tampoco juez de tutela. Que al declarar la nul idad de toda 

la actuación, obl iga al accionante a  acogerse al proceso de reorganización 

empresar ial de la Ley 1116 de 2006, pues el Juez adujo la falta de 

competencia por el factor funcional por considerarlo un empresar io 

insolvente, s in tener en cuenta que la nul idad no había sido formulada, 

desconociendo además las pruebas que demuestran que él no es comerciante 

y no cumple los f ines para acogerse al trámite de insolvencia del 
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comerciante, por no ser propietar io de la empresa MADERAS EL CIMARRÓN, 

en donde únicamente presta sus servic ios , razón por la cual el JUZGADO 

accionado incurr ió en defecto fáct ico, por cuanto las pruebas allegadas por 

los esposos en mención no demuestra la cal idad de comerciante sino una 

simple presunción de serlo, ya que  no es el propietar io del establecimiento 

de comercio, pues el negocio no se cumplió y solo presta un servic io de 

manera ocasional,  como lo acreditan las demás pruebas aportadas, las que 

no se analizaron; además las deudas no fueron adquir idas por la supuesta 

act ividad comercial  que tenía con el establecimiento de comercio  

AGROINDUSTRIAS LOS ALGARROBOS, pues a través del establecimiento 

de comercio de un tercero, adelanta actos de comercio que le suministran 

sus ingresos. El Juez no tuvo en cuenta que el cit ado establecimiento de 

comercio se encuentra embargado desde el 25 de octubre de 2019 y el 

secuestro no se perfeccionó por no exist ir  tal razón social.   

 

Agregó que contra la providencia del 7 de marzo de 2022  interpuso recurso 

de reposición, resuelto de manera desfavorable el 2 de mayo del año en 

curso.  

 

Concluyó af irmando que la discusión de la presente tutela  gira en torno a la 

cal idad de comerciante que se le endi lgó por parte del señor JUEZ SEXTO 

CIVIL MUNICIPAL DE VILLAVICENCIO al efectuar  el control de legal idad que 

resolvió las objeciones presentadas por los acreedores, pues tal  

determinación t iene efecto decisivo, con relevancia constitucional ,  al 

desconocer el derecho al debido proceso e incurr ir  en posibles defectos 

fáct ico, procedimental absoluto y de decisión sin motivación.  Que todos los 

recursos fueron agotados, razón por la cual acude a la presente acción de 

tutela con el f in de evitar un perjuic io irremediable . 

 

Pretende el accionante con esta acción de tutela se amparen sus derechos; 

se deje sin efecto la providencia del 7 de marzo de 2022 proferida por el 

JUZGADO SEXTO CIVIL MUNICIPAL DE VILLAVICENCIO,  y se ordene 

continuar con el trámite pert inente en el término de las 48 horas siguientes 

a la not if icación del fal lo , de modo que se prof iera una nueva providencia, en 

la cual se pronuncie sobre las objeciones planteadas.   
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2.- PRONUNCIAMIENTO DEL JUZGADO ACCIONADO Y DE LOS 

VINCULADOS  

 

2.1.-  JUZGADO SEXTO CIVIL MUNICIPAL DE VILLAVICENCIO (META).  

Señaló que en ese Despacho se adelantó el proceso de Insolvencia de 

Persona Natural -  No comerciante Radicado con el No. 500014003006 2022 

00038 00 ,  promovido por el señor JUAN CARLOS TRIANA PÉREZ,  en el cual 

se resolvieron las controversias formuladas por los acreedores EDUARDO 

OMAR CAVIEDES NARANJO y ZULMA LUZ TURRIAGO  ALFONSO,  quienes 

indicaron que el señor TRIANA PÉREZ no incluyó las deudas que t iene con 

la Cámara de Comercio, toda vez que las  matr ículas mercanti les no fueron 

renovadas y que el citado proceso no debió adelantarse,  atendiendo la 

cal idad de comerciante del deudor. Que, en tal virtud, el JUZGADO declaró 

la falta de competencia para conocer del proceso de negociación de deudas 

por parte de CORCECAP, por el factor funcional,  al acreditarse la calidad de 

comerciante del actor .  

 

Dijo que el art ículo 552 del CGP establece que contra la decisión que 

resuelve objeciones no cabe recurso, pero ese Despacho, para garantizar el 

derecho de contradicción,  el 2 de mayo de 2022 decidió no acceder a la 

revocator ia pretendida por el accionante . En lo que respecta al control de 

legal idad, hizo referencia a los pronunciamientos hechos por la Corte 

Const itucional en sentencia C-622 de 1998, en donde indicó sobre la 

obl igatoriedad que t iene el juez de revisar la existencia y val idez de los actos 

y pruebas del proceso, amén de ejercer el control respecto de las 

controversias propuestas en el  proceso de insolvencia, así como lo indicaron 

los Tribunales Superiores de Vi l lavicencio y de Cal i en las sentencias de 

fechas 12 noviembre de 2019 y 15 de mayo de 2020 , respectivamente.  

 

2.2.- UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP, 

dijo que no t iene procesos pendientes de cobro contra  el señor JUAN 

CARLOS TRIANA PÉREZ. 

 

2.3.- LOS VINCULADOS EDUARDO OMAR CAVIEDES NARANJO  Y ZULMA 

LUZ TURRIAGO ALFONSO.   Solic itaron no conceder el amparo de la tutela 
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petic ionado, aduciendo que al accionante no le asiste derecho alguno, pues 

la decisión atacada no amerita reproche alguno . Dijeron que la sol icitud 

elevada por el tutelante está habi l i tada para las personas que no t ienen la 

cal idad de comerciantes; que el señor TRIANA PÉREZ manifestó bajo la 

gravedad de juramento que su act ividad actual “era de médico y que extraía 

madera de un o unos predios”,  madera que era dispuesta para la  venta, acto 

que se enmarca en la act ividad de comerciante.  

 

2.4.- MUNICIPIO DE RESTREPO (META).  A través de apoderado judicial ,  

sol ic itó su desvinculación de la presente acción constitucional,  por no 

registrar sol ic itudes a cargo del MUNICIPIO DE RESTREPO.  

 

2.5.-   DIAN.  Informó que el señor JUAN CARLOS TRIANA PÉREZ no t iene 

deudas pendientes a favor de la DIAN y por tal razó n no presentó créditos en 

el trámite de insolvencia adelantado por el mismo. 

 

2.6.-   CENTRO DE CONCILIACIÓN, ARBITRAJE Y AMIGABLE 

COMPOSICIÓN DE LA ORINOQUIA – “CORCECAP ”.   Precisó que en ese 

Centro de Conci l iación fue radicada la solicitud de trámite de negociación de 

pasivos por parte del señor JUAN CARLOS TRIANA PÉREZ; que al verif icar 

acta No. 3, pudo corroborar que el señor EDUARDO OMAR CAVIEDES no 

estaba incluido dentro de los acreedores reportados por el deudor, razón por 

la cual se suspendió la di l igencia para not if icar al señor CAVIEDES 

NARANJO.  Que la señora ZULMA LUZ  TURRIAGO y el señor EDUARDO 

OMAR CAVIEDES NARANJO manifestaron a la operadora de insolvencia  que 

el deudor tenía la calidad de comerciante porque aparecía en la Cámara de 

Comercio, s ituación respecto de la cual la operadora de insolvencia concluyó 

no correspondía a la real idad por cuanto el establecimiento de comercio de 

su propiedad fue embargado por unos acreedores  presentes mediante of icio 

de juzgado, s ituación que tuvo lugar hace más de 3 años, y a part ir  de 

entonces la empresa dejó de funcionar .  

 

Ref ir ió que las di l igencias fueron enviadas al Juez Civi l Municipal  (Reparto),  

para que resolviera sobre tales objeciones.  
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2.7.- MUNICIPIO DE PUERTO GAITÁN (META).  Frente a su vinculación 

indicó que en la sol ic itud de tutela no se hace alusión a una eventual 

vulneración de los derechos fundamentales del accionante , por alguna acción 

u omisión imputable a esa ent idad terr itor ial ,  en la medida que se dir igió  a 

cuestionar la decisión judicial proferida por el JUZGADO SEXTO C IVIL 

MUNICIPAL DE VILLAVICENCIO, por lo cual no presenta oposición f rente a 

las pretensiones.  

 

2.8.- ACREEDOR HEYLLER TORRES.  Expresó su inconformismo por la 

di lación que presenta el proceso de insolvencia, toda vez que en su criterio 

se está perdiendo un t iempo valioso para hacer un acuerdo que benef ic ie a 

todos los acreedores del señor JUAN CARLOS TRIANA en el marco de una 

concil iación rápida, para que de esa manera empiece a cancelar las deudas  

con los abonos que se acuerden, s iendo conveniente pa ra todos los 

afectados que se continúe con el proceso en el Centro de Conci l iación.  

 

2.9.- MUNICIPIO DE VILLAVICENCIO. Por medio de su Of icina Asesora 

Jurídica  señaló  que se atendría a lo probado en este trámite const itucional,  

teniendo en cuenta que no le consta lo manifestado en los hechos;  se opuso 

a todas las pretensiones del actor, por carecer de fundamentos fáct icos,  

jur ídicos y probatorios, respecto al MUNICIPIO DE VILLAVICENCIO, razón 

por la cual pidió se declare la falta de legit imación en caus a por pasiva f rente 

a dicho ente terr itor ial y/o la improcedencia de la tutela y, en consecuencia, 

el archivo de la presente acción respecto del MUNICIPIO DE VILLAVICENCIO 

y/o alguna de sus dependencias.  

 

3.- BANCO DAVIVIENDA S.A.  Informó que el señor JUAN CARLOS TRIANA 

PÉREZ fue admit ido en el proceso de negociación de deudas de persona 

natural no comerciante regulado en la Ley 1564 de 2012, mediante auto del 

11 de agosto de 2021, emit ido por el CENTRO DE CONCILIACIÓN, 

ARBITRAJE Y AMIGABLE COMPOSICIÓN DE LA ORINOQUIA – CORCECAP.  

Añadió, que siendo que la decisión adoptada por el JUEZ SEXTO CIVIL 

MUNICIPAL DE VILLAVICENCIO es jur ídicamente correcta y no vulnera el 

debido proceso ni los derechos fundamentales del señor JUAN CARLOS 

TRIANA PÉREZ, los que tampoco vulnera DAVIVIENDA, pues lo procedente 

es, que si el deudor requiere su recuperación económica y la generación de 
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un acuerdo de pago con sus acreedores, lo intente por la vía del proceso de 

reorganización establecido en la Ley 1116 de 2006 y/o los D ecretos 772 y 

560 de 2020.  

 

Solic itó negar el amparo constitucional sol ic itado por el accionante, pues la 

providencia atacada con la presente acción no comporta vulneración alguna 

de los derechos fundamentales invocados.  

 

3.- FALLO IMPUGNADO.  Mediante sentencia proferida el día 1º  de 

septiembre de 2022, el JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

VILLAVICENCIO negó el amparo petic ionado, por encontrar evidenciado que 

el accionante ostenta la cal idad de comerciante , lo cual inf ir ió de la «apertura 

de su propio establecimiento de comercio Agroindustr ias Los A lgarrobos»,  

cuya inscripción no se ha podido cancelar por estar embargado. Que, no 

obstante, del «cert if icado del registro mercanti l ( . . .)  se evidencia que el 

deudor posee como propietar io [el]establecimiento de comercio, que a pesar 

de no haber cumplido con su obl igación de renovar la matrícula, PER SÉ, no 

ref iere la inexistencia de éste .» 

 

Indicó que para el año 2019 el  señor JUAN CARLOS TRIANA PÉREZ adquir ió 

mediante compraventa otro establecimiento de comercio  l lamado “Maderas 

Cimarrón”, el que no está a su nombre, pero sí  le permite percib ir un ingreso 

mensual de $3.000.000, y aunque se di jo que dicha suma se adquiere con 

ocasión de honorarios, no se  encontró just if icación en la  cert if icación, puesto 

que al carecer los establecimientos de comercio de personería jurídica, debió 

señalarse como contratante a la persona natural que obra como propietaria 

de Maderas Cimarrón.  

 

Que no se observa que el Juez hubiere incurr ido en una omisión en la 

apreciación de las pruebas, más si tuvo en cuenta la medida cautelar que 

reposa sobre el establecimiento comercial,  el RUT, cert if icación contable, 

entre otros medios de convicción, y en ese sent ido  se ha dicho, que «no se 

puede recurr ir  a la acción tutelar para imponer al fall ador una determinada 

interpretación de las normas procesales apl icables al asunto sometido a su 

estudio o una específ ica valoración probatoria, a efectos de que su raciocinio 

coincida con el de las partes’ (CSJ STC, 18 abr. 2012, rad. 2012 -0009-01; 
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STC, 27 jun. 2012, rad. 2012-00088-01; y STC, 12 ag. 2013, rad. 2013-00125-

01)» (STC6443-2022). 

 

Que, de otro lado, al  margen de que se comparta o no dicha hermenéut ica y 

el análisis probatorio, no puede señalarse que la providencia atacada sea 

fruto de una ref lexión capr ichos del Juez convocado. Que, de otro lado, no 

se evidenció que el Juzgado hubiera de jado de valorar las pruebas aportadas; 

cosa dist inta es que discrepe de la valoración hecha por el citado funcionario 

judicial.  

 

4.- IMPUGNACIÓN.  Inconforme con la anterior decisión, el  accionante la 

impugnó, sol ic itando se revoque, y en su remplazo se amparen sus derechos 

constitucionales, argumentado, en resumen,  que la mencionada providencia 

es un acto de mera voluntad del Juez, es decir una arbitrariedad, porque 

estando demostrado que no ostentó la cal idad de comerciante,  obstruye la 

posibil idad de continuar con el trámite de insolvencia de persona natural no 

comerciante ante el Centro de Conci l iación, Arbitraje y Amigable 

Composición de la Orinoquía de Vi l lavicencio - Meta “CORCECAP”.  

    

PROBLEMAS JURÍDICOS. 

 

Se examinará ¿si en el presente asunto se cumplen los presupuestos 

generales de procedencia de  la acción de la tutela, y de procedibi l idad de 

dicha acción contra decisiones judiciales?  

 

Def inido el anter ior cuestionamiento, se examinará ¿si el Juzgado accionado 

vulneró los derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la 

administración de just ic ia, al declarar la nul idad de todo lo actuado en el 

proceso de Insolvencia Persona Natural No Comerciante adelantado por el 

accionante ante el Centro de Concil iación, Arbitra je y Amigable composición 

de la Orinoquía de Vi l lavicencio  (Meta) “Corcecap”, ante la falta de 

competencia del c itado Centro de Conci l iación  para conocer del asunto, 

atendiendo a la condición de comerciante del actor?   

 

CONSIDERACIONES 
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1.- El artículo 86 de la Constitución Polít ica establece que toda persona 

tiene derecho a promover acción de tutela ante los jueces en aras de 

obtener la protección inmediata de sus derechos constitucionales 

fundamentales cuando por acción u omisión le sean vulnerados o 

amenazados por cualquier autoridad pública o por part iculares en los 

casos previstos de manera expresa en la ley, siempre que no exista otro 

medio de defensa judicial o, exist iendo, cuando la tutela se uti l ice como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio de carácter irremediable.  

 

2.-  En virtud del carácter residual de la acción de tutela y del principio 

de subsidiariedad consagrado en el numeral 1º, artículo 6º del Decreto 

2591 de 1991, en reiterada jurisprudencia,  las altas Cortes han 

señalado que la acción de tutela procede de manera excepcional y 

restringida contra providencias judiciales 1, en respeto a los principios 

de seguridad jurídica, cosa juzgada y autonomía judicial,  y atendiendo 

a que dicha acción no constituye una nueva instancia para debat ir los 

asuntos materia controversia procesal ni para suplir la desidia de las 

partes, en las actuaciones procesales a su cargo.   

 

3.- La jurisprudencia nacional ha f i jado los parámetros generales  de 

procedencia de la acción de tutela contra providencias ju diciales, los 

cuales, según reiterada jurisprudencia, son:  

 

“Que la cuest ión que se discuta resulte de ev idente re levanc ia const i tuc ional;  

que se hayan agotado todos los  medios (ord inar ios  y  extraordinar ios)  de 

defensa judic ia l al  a lcance de la persona afectada,  salvo que se trate de 

ev itar  la consumación de un per ju ic io ir remediable;  que se cumpla e l  

requis ito de la inmediatez;  que a l  tratarse de una ir regular idad procesal  

quede claro que la misma t iene un efecto dec is ivo o determinante en la  

prov idenc ia que se impugna y  que afecta los derechos fundamentales de la 

par te actora;  que ésta ident i f ique los hechos que generaron la vulnerac ión y  

las garantías super iores que cons idera quebrantadas,  y que hubiere a legado 

                                                           
1 Corte  Const i tuc ional ,  Sentenc ias C -543 de  1992,  T-079 de 1993,  T-231  de 1994,  158 de  
2003 y T-288 de 2011;  Corte Suprema de Just ic ia ,  Sentenc ias 54673 y 64438 del  24 de 
enero de 2013,  entre o t ras.  
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ta l  afectac ión en e l proceso judic ia l s iempre que esto hubiere s ido pos ib le;  

y,  que la queja no esté d ir ig ida contra una sentenc ia de tute la” 2 

 

Aunado a los anteriores, también debe cumplirse con la verif icación de 

las causales específicas  de procedibil idad de la acción de tutela, las 

cuales, según la doctrina de la Corte Constitucional 3 se contraen a los 

defectos o vicios: orgánico, procedimental absoluto, fáctico, material o 

sustantivo, error inducido, decisión sin motivación, desconocimiento del 

precedente, y, violación directa de la Constitución , que, según 

desarrol lo jurisprudencial,  se configuran cuando : 

  

“ i )  Defecto orgánico,  (…) e l  func ionar io judic ia l  que prof ir ió  la  prov idenc ia 

impugnada carece absolutamente de competenc ia para e l lo .  

i i )  Defecto procedimental  absoluto,  (…) se or igina cuando el  juez actuó 

completamente a l  margen del procedimiento es tablecido.   

i i i )  Defecto fáctico,  (…) surge cuando el  juez carece del apoyo probator io 

que permita la apl icac ión del supuesto legal en e l que se sustenta la  

dec is ión.  

iv)  Defecto material  o sustantivo,  como son los  casos en que se dec ide 

con base en normas inex is tentes o inconst i tuc ionales o que presentan una 

ev idente y  grosera contradicc ión entre los fundamentos y la dec is ión;  

v) Error inducido,  el  cual  surge cuando el juez o tr ibunal fue v íct ima de u n 

engaño por par te de terceros y ese engaño lo condujo a la  toma de una 

dec is ión que afecta derechos fundamentales.   

vi) Decisión sin motivación,  que impl ica el  incumpl imiento de los  

func ionar ios  judic ia les  de expl ic i tar  los fundamentos fác t icos y  Radicac i ón 

nº 11001-02-03-000-2022-02919-00 6 jur íd icos de sus dec is iones, en e l  

entendido que precisamente en esa mot ivac ión reposa la legit imidad de su  

órb i ta func ional.   

vi i ) Desconocimiento del precedente, hipótes is  que se presenta, por 

e jemplo, cuando la Corte Const i tuc ional  es tablece e l  a lcance de un derecho 

fundamental y  e l juez ordinar io apl ica una ley l imitando sustancialmente 

d icho a lcance. En estos casos la tute la procede como mecanismo para 

garant izar  la  ef icac ia jur íd ica del  contenido const i tuc ionalmen te v inculante 

del  derecho fundamental  vu lnerado  

                                                           
2 Corte  Suprema de  Just ic ia ,  Sala de Casac ión Civi l ,  Sentenc ia STC075-2022 del  19 de 
enero de 2022,  M.P.  Álvaro Fernando García Restrepo.  
3 Corte  Const i tuc ional ,  Sala Sépt ima de Revis ión ,  sentenc ia T-016/19  del  22 de enero de  
2019,  M.P.  Cr is t ina Pardo Schles inger .  
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vi i i )  Violación directa de la Const itución . Esta causal  de procedenc ia 

específ ica de la acción de tute la se genera a part ir  del  desconocimiento de 

los jueces de apl icar  la Const i tuc ión, conforme con e l manda to consagrado 

en e l ar t ículo 4º  de la Car ta que antepone de manera preferente la  apl icac ión 

de sus postulados ”4 

 

4.- CASO CONCRETO.  

 

.- El accionante JUAN CARLOS TRIANA PÉREZ se queja de que el 

JUZGADO SEXTO CIVIL MUNICIPAL DE VILLAVICENCIO contravino lo 

dispuesto en el numeral 1º, artículo 550 del CGP, por cuanto dir imió 

una controversia no contemplada en dicha disposición, al efectuar 

control of icioso de legalidad, declarando  por auto del 7 de marzo de 

2022 la nulidad de todo lo actuado en el proceso de Insolvencia de 

Persona Natural No Comerciante, adelantado por él ante el Centro de 

Conciliación, Arbitraje y Amigable composición de la Orinoquía de 

Vil lavicencio - Meta “CORCECAP”, al considerar que se trata de una 

persona comerciante y que su solicitud de insolvencia debe tramitarse 

bajo el amparo de lo previsto en la Ley 1116 de 2006.  

 

Adujo que si bien, su calidad de comerciante fue un hecho controvert ido 

por los acreedores EDUARDO OMAR CAVIEDES NARANJO y ZULMA 

LUZ TURRIAGO ALFONSO, esa objeción fue resuelta por el Centro de 

Conciliación en audiencia del 21 de octubre de 2021, en la cual se 

concluyó que no era comerciante, porque no obstante contar con 

registro mercanti l,  la últ ima renovación se dio en el año 2017 y el 

establecimiento de comercio matriculado AGROINDUSTRIAS LOS 

ALGARROBOS, no se encuentra abierto al público y a través del mism o 

no ejerce ninguna actividad de comercio.  

 

.- Visto lo anterior y de cara a los presupuestos de procedencia de la 

acción de tutela, se tiene que el asunto, además de tener relevancia 

                                                           
4 Corte  Suprema de  Just ic ia ,  Sala de Casac ió n Civi l ,  Sentenc ia de Tu te la  STC11801 -2022 
del  7  de sept iembre de  2022,  M.P.  Mar tha Pat r i c ia  Guzmán Álvarez.  
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constitucional, por cuanto se alega la protección de los derechos al 

debido proceso y de acceso a la administración de just icia, se formuló 

oportunamente (inmediatez), toda vez que la decisión cuestionada data 

del 7 de marzo de 2022, el recurso de reposición que frente a la misma 

se formuló fue resuelto el 22 de mayo de 2022 y la acción se presentó 

el 30 de junio de 2022.   

 

.- En cuanto al requisito de subsidiariedad ninguna discusión existe, 

puesto que el actor interpuso el recurso de reposición contra la decisión 

cuestionada, único viable en el asunto, por cuanto el i nciso 1º del 

artículo 534 del CGP señala que de las controversias que se presenten 

en el proceso de Insolvencia de Persona Natural No Comerciante, 

conocerá en única instancia  el Juez Civi l Municipal.  

 

.- Examinado el material probatorio recaudado, la Sala revocará la 

sentencia impugnada,  teniendo en cuenta que el Juzgado accionado 

no incurrió en ninguna causal de procedibi l idad de la acción de tutela 

o vía de hecho aducida por la accionante, conclusión que se 

fundamenta en las siguientes apreciaciones de orden fáctico y jurídico:  

 

 Reiterada ha sido la jurisprudencia de la Sala de Casación Civi l  

de la Corte Suprema de Justicia , en indicar la importancia del 

juez para determinar si concurren o no las condiciones para que 

el promotor pueda acogerse al procedimiento de negociación de 

deudas y convalidación del acuerdo de que trata el artículo 531 y 

siguientes del Código General del Proceso, o si  por el contrario, 

se acredita la cal idad de comerciante y, en consecuencia, debe 

someterse al procedimiento señalado en la Ley 1116 de 2006.  En 

ese sentido, di jo en sentencia STC 17137 del 2019:  

 

“Lo anter ior ,  en tanto esta c ircunstanc ia no es un aspecto menor , s i  se t iene 

en cuenta su estrecha re lac ión con un derecho fundamental de deudores y 

acreedores: e l consagrado en e l canon 29 de la Car ta Pol í t ica,  a cuyo tenor  
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«[n]adie podrá ser  juzgado s ino conforme a leyes preex istentes a l  acto que 

se le imputa,  ante juez o t r ibunal  c ompetente y  con observancia de la 

p lenitud de las  formas propias de cada juic io».  

 

Por e l lo  e l precedente de esta Cor poración ha venido re l ievando la 

impor tanc ia de acudir  a las herramientas legales que fac i l i tan la subsunc ión 

de cada caso concreto en los d is t in tos regímenes de insolvenc ia, y as í 

establecer  a quién corresponde el  conoc imiento del asunto;  por  lo que, v .gr. ,  

en la def in ic ión de la condic ión de comerc iante la autor idad puede hacer uso 

de las  presunciones – iur is  tantum– que consagra e l canon 8 del  Código de 

Comerc io, y comparar  la act iv idad de la que der iva sus ingresos e l deudor 

con las reseñadas en los  art ícu lo 20 (que establece cuáles actos son 

cons iderados mercant i les)  y 23 (actos no mercant i les)  e jusdem. 

 

[1: «Para todos los efectos legales  se presume que una persona e jerce e l  

comerc io en los s iguientes casos: 1) Cuando se hal le inscr i ta en e l  regis tro 

mercant i l ;  2)  Cuando tenga establec imiento de comerc io abierto,  y 3) Cuando 

se anunc ie al  públ ico como comerc iante por  cualquier  medio».]  

 

Por ú l t imo, recuérdese que e l numeral 1 del canon 550 del Código General  

del Proceso prevé que, en la audienc ia de negoc iac ión de deudas en la 

insolvenc ia de persona natura l  no comerciante,  «el conc i l iador  pondrá en 

conoc imiento de los acreedores la re lac ión  detal lada de las acreenc ias y  les  

preguntará s i es tán de acuerdo con la ex istenc ia, natura leza y cuant ía de las  

obl igac iones re lac ionadas por parte del deudor y s i t ienen dudas o  

d iscrepanc ias con re lac ión a las  propias o respecto de ot ras acreenc ias 

(…)»;  lo  cual  no obsta para que e l  operador  dé e l trámite correspondiente a 

las controvers ias que se susc iten sobre ot ros aspectos que no están 

expresamente consagrados en d icha normat iva,  como podr ía ser –y sucede 

en este asunto– la cal idad del  deudor ,  para que el  juez c iv i l  munic ipal  los  

d ir ima según lo prev is to en e l  ar t ícu lo 534 ibídem.”  

 

 El artículo 20 del Código de Comercio, define como actos 

mercanti les, los siguientes:  

 

“1)  La adquis ic ión de b ienes a t í tu lo oneroso con dest ino a  enajenar los  en 

igual forma,  y la enajenac ión de los  mismos;  
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2) La adquis ic ión a t í tu lo oneroso de b ienes muebles con dest ino a 

arrendar los ; el  arrendamiento de los mismos; e l arrendamiento de toda c lase 

de bienes para subarrendar los , y  el  subarrendamiento de los  mism os;  

3) El rec ibo de d inero en mutuo a interés,  con garant ía o s in e l la,  para dar lo 

en préstamo, y  los  préstamos subs iguientes, así  como dar habi tualmente 

d inero en mutuo a interés;  

4) La adquisición o enajenación, a t ítulo oneroso,  de establecimientos 

de comercio,  y la prenda*,  arrendamiento,  administración y demás 

operaciones análogas relacionadas con los mismos;  

5) La intervenc ión como asoc iado en la const i tuc ión de soc iedades 

comerc ia les , los actos de administrac ión de las mismas o la negociación a 

t í tu lo oneroso de las partes de interés,  cuotas o acc iones;  

6) El  g iro,  otorgamiento,  aceptac ión,  garant ía o negoc iac ión de t í tulos -

valores,  así  como la compra para reventa, permuta, etc. ,  de los  mismos;  

7) Las operac iones bancar ias,  de bolsas,  o de mar t i l los ;  

8)  El correta je, las agenc ias de negoc ios y la representac ión de f irmas 

nac ionales o extranjeras;  

9)  La explotac ión o prestac ión de servic ios  de puertos, muel les,  puentes,  

vías y campos de ater r iza je;  

10)  Las empresas de seguros y  la  act iv idad aseguradora ;  

11)  Las empresas de transpor te de personas o de cosas, a t í tu lo oneroso,  

cualesquiera que fueren la vía y e l medio ut i l izados;  

12)  Las empresas de fabr icac ión,  transformación,  manufactura y c i rculac ión 

de bienes;  

13)  Las empresas de depós ito de mercader ías, prov is iones o suminis tros ,  

espectáculos públ icos y expendio de toda c lase de b ienes;  

14)  Las empresas edi tor ia les , l i tográf icas,  fotográf icas, informat ivas o de 

propaganda y las demás dest inadas a la prestac ión de servic ios;  

15)  Las empresas de obras o  construcc iones, reparaciones, montajes,  

insta lac iones u ornamentaciones;  

16)  Las empresas para e l aprovechamiento y explotac ión mercanti l  de las  

fuerzas o recursos de la natura leza;  

17)  Las empresas promotoras de negocios y  las de compra, venta,  

administrac ión,  custodia o c irculac ión de toda c lase de b ienes;  

18)  Las empresas de construcción, reparac ión, compra y  venta de vehículos 

para e l  transpor te por  t ierra,  agua y  a ire,  y sus accesor ios,y  

19)  Los demás actos y  contratos regulados por la ley me rcant i l . ”  

 

 De otra parte, el artículo 23 ibídem, prevé:  
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“ARTÍCULO 23. <ACTOS QUE NO SON MERCANTILES>.  No son 

mercant i les:  

1)  La adquis ic ión de b ienes con dest ino a l consumo domést ico o a l uso del  

adquirente, y  la  enajenac ión de los  mismos o de los sobrantes;  

2)  La adquis ic ión de b ienes para producir  obras art íst icas y la enajenación 

de éstas por su autor;  

3)  Las adquis ic iones hechas por  func ionar ios  o empleados para f ines de 

serv ic io públ ico;  

4)  Las enajenac iones que hagan directamente los  agr icu lto res o ganaderos 

de los  f rutos de sus cosechas o ganados,  en su estado natura l .  Tampoco 

serán mercanti les las  act iv idades de transformación de tales frutos que 

efectúen los agr icu ltores o ganaderos, s iempre y cuando que d icha 

transformación no const i tuya por  sí  misma una empresa, y  

5) La prestación de servicios inherentes a las profesiones l iberales.”  

 

 Ahora, de acuerdo con el artículo 11 del Código de Comerci o, “Las  

personas que e jecuten ocas ionalmente operac iones mercant i les  no se cons iderarán 

comerc iantes,  pero esta rán su jetas a las  normas comerc ia les en cuanto a d ichas 

operac iones. ”   Quiere ello decir,  que para que una persona se 

considere comerciante, debe realizar de manera habitual o 

permanente, actividades mercanti les.  

 

  Sobre el tema, la Sala de Casación Civi l de la Corte Suprema de 

Justicia, en sentencia STC3068 de 2019, indicó:  

 

“De ahí  que, entonces, la act iv idad acreditada por el  so l ic i tante de la 

reorganizac ión no pueda ser cata logada como mercant i l ,  y  frente a la pérdida 

de cal idad de comerc iante cabe dec ir ,  que «su conf igurac ión aparece no 

solamente dentro de las causales prev is tas en e l  C. Co. Ar t .  17, s ino en las  

que por v ía doctr inal se han aceptado tal  como la muerte, el  ret iro voluntar io 

o dejar de ejercer profesionalmente la actividad como comerciante, tal 

y como acontece en el  sub judice,  es que el  hecho que otorga la ca l idad 

de comerciante a una persona es la real ización por parte de esta de 

actos de comercio de manera profesional ,  habitual  y no ocasional ,  tal  y 

como lo señala el  art ículo 11 ejusdem, nótese que la expresión 

profesionalmente,  permite entender que aunque s e desarrol le una 

act ividad mercant il ,  se es comerciante sólo si  se hace de forma 



Proceso:                   Acc ión de Tute la   
Radicac ión:               500013153003 2022 00160  02  
Acc ionante:               Juan Car los Tr iana Pérez  
Acc ionado:                Juzgado Sexto Civi l  Munic ipa l  de Vi l lavicenc io  
Sent ido dec is ión:       Revoca sentenc ia  

18 
 

profesional,  es decir ,  si  la  persona t iene una dedicación preferencial  a 

la práct ica o desarrol lo de las act ividades mercanti les que enuncia el C.  

Co.  art .  20 o a las que tal  numeración se desprendan y que la ley 

considera como mercant iles para todos los efectos legales »” (negri l las 

fuera de texto)  

 

 De lo verif icado en el auto cuestionado y documentales 

acopiadas, se t iene que el JUZGADO accionado f incó la calidad 

de comerciante del señor JUAN CARLOS TRIANA PÉREZ, quien 

es de profesión médico, en el contrato de compraventa suscrito 

el 24 de noviembre de 2019, entre el señor DIEGO ALEJANDRO 

VARGAS VILLAMIL, quien como vendedor, enajenó a favor del 

accionante JUAN CARLOS TRIANA PÉREZ, como comprador, el 

establecimiento de comercio denominado MADERAS CIMARRÓN 

DEL LLANO, con matrícula mercanti l No. 294907, cuya ac tividad 

comercial  principal es el ASERRADO, ACEPILLADO E 

IMPREGNACIÓN DE LA MADERA, y como actividad secundaria 

FABRICACIÓN DE MUEBLES. En dicho documento se pactó en 

la cláusula CUARTA, que la entrega del establecimiento la haría 

el enajenante el 14 de diciembre de 2019, y en la cláusula SEXTA 

se pactó que el vendedor se reservaba el dominio hasta tanto se 

le cancelara el saldo pendiente de $14.000.000.  

 

 En ese orden de ideas, para Sala, en el presente asunto, no se 

encuentra acreditada la cal idad de comerciante del señor JUAN 

CARLOS TRIANA PÉREZ, que este, bajo juramento, negó tener 

al momento de presentar ante el Centro de Concil iación 

CORCECAP la solicitud de apertura del proceso de Insolvencia 

de Persona Natural No Comerciante . pues a pesar de que en el 

expediente obra como prueba la adquisición que hizo mediante el 

citado contrato de compraventa, del establecimiento de comercio 

MADERAS CIMARRÓN DEL LLANO, tal negociación que 

constituye un acto mercantil , según las previsiones del artículo 
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20 del Código de Comercio, por sí sola, no atribuye al accionante 

la condición de comerciante, pues para el lo  era menester probar 

que el antes nombrado se dedicaba preferentemente y de manera 

habitual a la act ividad comercial,  como por ejemplo a la 

explotación económica del mencionado establecimiento de 

comercio, del cual tampoco se allegó prueba alguna que 

demostrara que por lo menos estuviera abierto al público, para 

aplicar la presunción legal derivada del artículo 13 del C. de Co.  

 

  Ahora, si bien en el auto cuestionado se señaló que el tutelante 

devenga ingresos mensuales en cuantía de $3.000.000, producto 

de la actividad comercial que desarrolla en MADERAS 

CIMARRÓN DEL LLANO, según consta en la cert if icación de 

ingresos expedida por Contador Público, allegada por el tutelante 

al trámite de Insolvencia, revisada tal documental, se logró 

evidenciar que  lo all í consignado, es que el señor JUAN CARLOS 

TRIANA PÉREZ, por el ejercicio de su profesión de médico 

devenga la suma de $5.000.000 mensuales, y por el 

acompañamiento en la dirección de la empresa INVERTEC 

S.A.S., con matrícula mercantil 2524097, devenga $3.000.000;  

es decir, que dicha certif icación no guarda relación alguna con el 

establecimiento de comercio MADERAS DEL CIMARRÓN DEL  

LLANO, cuya matrícula mercantil es 294906, y tampoco 

corresponde a un acto mercantil, de manera que no acredita que 

el accionante derive sus ingresos de alguna de las act ividades 

descritas en el artículo 20 ibídem.  

 

 Aunado a lo anterior, se tiene que verif icada la relación de  

acreencias presentadas en el proceso de Insolvencia motivador 

del presente resguardo, en su mayoría fueron adquiridas antes de 

la celebración del contrato de compraventa del establecimiento de 

comercio en mención, es decir, antes del 24 de noviembre de 

2019, por lo que tampoco hay lugar a concluir que dichas 
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obligaciones se deriven de la actividad comercial relacionada con  

el bien negociado.  

 

 Lo que sí se encuentra demostrado  en el plenario, es que a 

nombre del señor JUAN CARLOS TRIANA PÉREZ se encuentra 

registrado el establecimiento de comercio AGROINDUSTRIAS 

LOS ALGARROBOS, con matrícula mercantil  No.  146736, hecho 

que, en aplicación del artículo 13 ibídem, haría presumir su 

condición de comerciante. No obstante, desde la misma solicitud 

de negociación de deudas presentada ante el Centro de 

Conciliación, Arbitraje y Amigable composición de la Orinoquía de 

Vil lavicencio, Meta “Corcecap”, el actor manifestó, bajo 

juramento, que había abandonado la actividad mercantil con dicho 

establecimiento ante las deudas adquiridas,  al punto que desde 

el año 2017 no ha efectuado la renovación de la matrícula  

mercanti l, y sobre dicho establecimiento  se decretó por el mismo 

Juzgado accionado, medida de embargo comunicada y registrada 

mediante of icio No. 5869 del 30 de noviembre de 2018, según 

cert if icado de la Cámara de Comercio de Vil lavicencio, al legado a 

este trámite, hechos que derriban la presunción indicada, sin que 

medie prueba alguna que dé cuenta de algún acto de comercio 

relacionado con tal establecimiento comercial.   

 

 Bajo tales parámetros, no habiendo medio de convicción a partir 

del cual pueda concluirse que el accionante JUAN CARLOS 

TRIANA PÉREZ, por lo menos, para  la fecha de presentación de 

la solicitud de negociación de deudas, que tuvo lugar el 2 d e 

agosto de 2021, ejerciera como comerciante, tendrá que 

concluirse que en la valoración probatoria que hizo el JUZGADO 

accionado, para sustentar el auto de fecha 7 de marzo de 2022, 

por medio del cual declaró la nulidad de todo lo actuado en el 

trámite de Insolvencia de Persona Natural No Comerciante , 

adelantado por el señor JUAN CARLOS TRIANA PÉREZ, ante el 
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Centro de Concil iación, Arbitraje y Amigable composición de l a 

Orinoquía de Villavicencio, Meta “CORCECAP” , y el auto 

calendado el 2 de mayo de 2022, mediante el cual resolvió el 

recurso de reposición propuesto por el actor contra dicha 

decisión, incurrió en causal de procedibi l idad de la acción de 

tutela, por defecto fáctico, lo cual conlleva a conceder el amparo 

constitucional de tutela peticionado, pues tal decisión vulnera los 

derechos al debido proceso y acceso a la administración de 

just icia del citado señor, porque impide la continuidad del proceso 

válidamente iniciado por éste, ante el mencionado Centro de 

Conciliación.  

  

Consecuencialmente,  habrá de revocarse la decisión impugnada, 

para en su lugar, conceder el amparo constitucional invocado para 

la protección de los derechos del accionante, antes señalados. 

Con tal f in, se dejarán sin valor y efecto los autos proferidos el 

7 de marzo y 2 de mayo de 2022, por el Juzgado accionado, en el 

proceso de Insolvencia de Persona Natural No Comerciante,  con 

Radicado 500014003006 2022 00038 00, y se ordenará al 

JUZGADO SEXTO CIVIL MUNICIPAL DE VILLAVICENCIO, que 

dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a su 

notif icación, se pronuncie nuevamente sobre las objeciones 

formuladas por los acreedores EDUARDO OMAR CAVIEDES 

NARANJO y ZULMA LUZ TURRIAGO ALFONSO, dentro del 

proceso en mención, adelantado ante  el Centro de Concil iación, 

Arbitraje y Amigable Composición de la Orinoquía de Villavicencio 

- Meta “CORCECAP”, atendiendo para el lo los l ineamientos  

efectuados en este proveído.   

 

CONCLUSIONES 

 

Con fundamento en lo expuesto, se revocará la sentencia impugnada, 

para los efectos que vienen señalados. Se dispondrá  la notif icación de 
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esta decisión a las partes y vinculados, por el medio más ef icaz para tal 

f in. Se enterará  de lo resuelto al Juzgado de primer grado, para lo de su 

competencia. Y se ordenará  la remisión de esta actuación a la Corte 

Constitucional, para su eventual revisión.  

 

En consecuencia, LA SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA LABORAL 

No.3 DEL TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE 

VILLAVICENCIO,  administrando just icia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la ley,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. REVOCAR  la sentencia proferida el día 1º de septiembre de 

2022, por el Juzgado Tercero Civi l del Circuito de Vil lavicencio, en la 

acción de tutela de la referencia, para en su lugar, CONCEDER  el amparo 

de tutela sol icitado por el señor JUAN CARLOS TRIANA PÉREZ, para la 

protección de sus derechos fundamentales al debido proceso y acceso a 

la administración de justicia, por las razones señaladas en la parte 

motiva. 

 

SEGUNDO.   DEJAR SIN VALOR Y EFECTO  los autos proferidos los 

días 7 de marzo y 2 de mayo de 2022, por el accionado JUZGADO 

SEXTO CIVIL MUNICIPAL DE VILLAVICENCIO,  dentro del proceso de 

Insolvencia de Persona Natural No Comerciante, Radicado No. 

500014003006 2022 00038 00,  por lo señalado en los considerandos.   

 

TERCERO.  ORDENAR  al JUZGADO SEXTO CIVIL MUNICIPAL DE 

VILLAVICENCIO, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas 

siguientes a su notif icación, se pronuncie nuevamente sobre las 

objeciones formuladas por los acreedores EDUARDO OMAR CAVIEDES 

NARANJO y ZULMA LUZ TURRIAGO ALFONSO, dentro del proceso 

antes referenciado, adelantado ante  el Centro de Concil iación, Arbitraje 

y Amigable Composición de la Orinoquía de Vil lavicencio -Meta 
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“CORCECAP”, atendiendo para el lo los lineamientos efectuados en este 

proveído.   

 

CUARTO. NOTIFÍQUESE  esta determinación a las partes y vinculados, 

por el medio más ef icaz.  

 

QUINTO.  ENTÉRESE de lo aquí resuelto, al Juzgado de primer grado, 

para lo de su competencia.  

 

SEXTO. REMÍTASE oportunamente el expediente a la Honorable Corte 

Constitucional, para la eventual revisión de la decisión   

 

NOTIFÍQUESE   Y   CÚMPLASE 

 

 

DELFINA   FORERO   MEJÍA  

Magistrada 

 

HOOVER RAMOS SALAS 

Magistrado 

 

 


